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9800 RESOLUCION de 20 de mayo de 1985, de la Secreta­
ría General Técnica de la Consejería de Salud y 
Consumo, por la que se realizan determinadas aclara­
ciones a las Resoluciones de 8 de marzo de 1985, que 
anuncian las convocatorias de plazas de Jefes de 
Servicio, Jefes de Sección y Facultativos especialistas 
en los Servicios Jerarquizados de las Instituciones 
Sanitarias de la Red de Asistencia Sanitaria de la 
Seguridad Social en Andalucía.

Elevadas diversas consultas por las Direcciones Provinciales de 
la Red de Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social en Andalucía 
(RASSSA), en relación con determinados aspectos de las Resolucio­
nes de esta Secretaria General Técnica, de 8 de marzo de 1985, por 
las que se anuncian las convocatorias de plazas de Jefes de Servicio, 
Jefes de Sección y Facultativos especialistas en los Servicios 
Jerarquizados de las Instituciones Sanitarias de la Seguridad Social 
en Andalucía, se impone realizar las aclaraciones pertinentes.

En consecuencia, esta Secretaría General Técnica, a propuesta 
de la Dirección General de Asistencia Hospitalaria y Especialidades 
Médicas y en virtud de la autorización contenida en el artículo 3.° 
de la Orden de la Consejería de la Presidencia de 7 de marzo de 
1985, resuelve;

Primero.-En relación con la base 8.2 de la Resolución de esta 
Secretaría General Técnica, de 8 de marzo de 1985, por la que se 
anuncia concurso para la provisión de puestos de Jefes de Servicio 
y de Sección en los Servicios Jerarquizados de las Instituciones 
Sanitarias de la RASSSA, aclarar que la valoración máxima de la 
prueba práctica es de 15 puntos, según determina expresamente el 
artículo 6.4 de la Orden del Ministerio de Sanidad y Consumo, de 
5 de febrero de 1985, por la que se regula el sistema de promoción 
a los puestos de Jefes de Servicio y de Sección de los Servicios 
Jerarquizados de las Instituciones Sanitarias de la Seguridad Social, 
refiriéndose la mencionada base 8.2 a la puntuación máxima 
obtenible por el aspirante, resultante de la suma de las puntuacio­
nes obtenidas en la exposición pública y en la prueba práctica.

Segundo.-En relación con las bases 2.1.2, 3.2.1 y 10.1 de la 
convocatoria para la provisión de puestos de Jefes de Servicio y de 
Sección, así como con las bases 2.1.2, 3.2.1 y 10.1 de la convocato­
ria para la provisión de plazas vacantes de personal facultativo, 
aclarar:

1. ° Que ante la imposibilidad material de exigir a los 
Licenciados en Farmacia el título de la especialidad de que se trate, 
se considerará requisito suficiente para concursar en las convocato­
rias citadas la acreditación de haber presentado en tiempo y forma 
ante el Ministerio de Educación y Ciencia la correspondiente 
solicitud a la que se refiere la Orden de 10 de diciembre de 1984, 
por la que se desarrolla la disposición transitoria tercera del Real 
Decreto 2708/1982, de 15 de octubre, por el que se regulan los 
estudios de especialización y la obtención del título de Farmacéuti­
co especialista.

2. Que los nombramientos que se expidan y la toma de 
posesión, como consecuencia de la obtención de plaza en virtud de 
las mencionadas convocatorias, se condicionarán en todo caso a la 
obtención del título de la especialidad correspondiente, una vez que 
por el Ministerio de Educación y Ciencia se resuelvan los trámites 
previstos en la normativa vigente para su expedición definitiva.

Sevilla, 20 de mayo de 1985.-El Secretario general técnico, 
Norberto Sanfrutos Velázquez.

PRINCIPADO DE ASTURIAS

9801 RESOLUCION de 27 de febrero de 1985, del Servicio 
Regional de Transportes y Comunicaciones, de la 
Consejería de Obras Públicas, Turismo, Transportes y 
Comunicaciones, por la que se hace pública la adjudi­
cación directa de la concesión de un servicio público 
regular de transporte de viajeros por carretera.

Se hace pública la adjudicación directa de la concesión de un 
servicio público regular de transporte de viajeros por carretera 
entre Sotrondio-Burganedo y de El Polledo a La Acebal, como 
hijuelas de la concesión V-3297.PA.76 de San Julián de Bimenes a 
Villa por El Entrego con hijuelas a Sotrondio y Rozadas a 
«Autobuses Langreo, Sociedad Limitada».

El ilustrísimo señor Consejero de Obras Públicas, Turismo, 
Transporte y Comunicaciones ha resuelto otorgar la adjudicación 
del servicio público regular de transporte de viajeros por carretera 
entre Sotrondio-Burganedo y de El Polledo a La Acebal, con arreglo

a las Leyes y Reglamentos de Ordenación y Coordinación vigentes 
y entre otras a las siguientes condiciones particulares:

Itinerario: 4,950 kilómetros entre Sotrondio y Burganedo, y 
6,100 kilómetros entre El Polledo y La Acebal.

Prohibiciones de tráfico: Las que figuren en la concesión base.
Expediciones, calendario y horario: Entre Sotrondio y Burgane­

do: Tres expediciones completas de ida y vuelta los días laborables; 
14 expedicibnes parciales sencillas entre Blimea y Sotrondio, 
también en días laborables y 12 sencillas entre Blimea y Sotrondio, 
todas ellas acordes con las del servicio base.

Entre El Polledo y La Acebal, una expedición completa de ida 
y vuelta lunes, miércoles y sábados laborables, en concordancia con 
el servicio base, teniendo su punto de partida y final en El Entrego.

Tarifas: 4,20 pesetas viajero-kilómetro y 0,630 pesetas por cada 
10 kilogramos o fracción.

Material móvil: El del servicio base.
Clasificación del servicio en relación con el ferrocarril: El 

presente servicio se clasifica en relación con el ferrocarril como 
coincidente del grupo b).

Oviedo a 27 de febrero de 1985.-El Jefe del Servicio Regional de 
Transportes y Comunicaciones, Domingo Lozano Burgos.-981-D 
(19597).

9802 RESOLUCION de 14 de marzo de 1985, del Servicio 
de Industria de la Consejería de Industria y Comercio, 
por la que se autoriza y declara la utilidad pública, en 
concreto, de la instalación eléctrica que se cita.

Cumplidos los trámites reglamentarios en el expediente A.T. 
3.978, incoado en esta Consejería a instancia de «Electricista de 
Siero y Noreña, Sociedad Anónima», con domicilio en Pola de 
Siero, solicitando autorización y declaración de utilidad pública, en 
concreto, a los efectos de la imposición de servidumbre de paso, de 
la instalación eléctrica cuyas características principales son las 
siguientes:

Centro de transformación, tipo intemperie, de 250 KVA, a 
10-20/0,38-0,22 KV, denominado «El Truébano».

Emplazamiento: Noreña.
Objeto: Servicio público.

Esta Jefatura de Servicio, por delegación del ilustrísimo señor 
Consejero de Industria y Comercio del Principado de Asturias, y en 
uso de las atribuciones conferidas por el Real Decreto 4100/1982, 
de 29 de diciembre; de acuerdo con lo dispuesto en los Decretos 
2617 y 2619/1966, de 20 de octubre; Ley 10/1966, de 18 de marzo; 
Decreto 1775/1967, de 22 de julio; Reglamento de Estaciones 
Transformadoras y Centrales de 23 de febrero de 1949, ha resuello:

Autorizar la instalación eléctrica solicitada.
Aprobar el proyecto de la instalación reseñada, concediéndose 

un plazo de tres meses para su puesta en servicio.
Declarar la utilidad pública, en concreto, de la misma, a los 

efectos de la imposición de la servidumbre _de paso, en las 
condiciones, alcance y limitaciones que establece el Reglamento de 
la Ley 10/1966, aprobado por Decreto 2619/1966.

Para el desarrollo y ejecución de la instalción, el titular de la 
misma deberá seguir los trámites señalados en el capítulo IV del 
Decreto 2617/1966.

Oviedo, 14 de marzo de 1985.—El Jefe del Servicio (ilegi­
ble).-1.149-D (20670).

CANARIAS

9803 LEY de 30 de noviembre de 1984, de los Consejos 
Sociales, de Coordinación Universitaria y de creación 
de Universidades, Centros y Estudios Universitarios.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de 
Canarias ha aprobado y yo, en nombre del Rey, y de acuerdo con 
lo que se establece en el artículo 11.7 del Estatuto de Autonomía, 
promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley:

EXPOSICION DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía de Canarias, en su artículo 34, 
establece que la Comunidad Autónoma ejercerá las competencias
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legislativas y de ejecución en materia de enseñanza, en toda su 
extensión, niveles, grados, modalidades y especialidades, sin perjui­
cio de lo dispuesto en los artículos 27 y 149.1.30.a de la Constitu­
ción y en las Leyes orgánicas que lo desarrollen. El artículo 35 del 
mismo Estatuto señala los procedimientos por los que podrán ser 
asumidas dichas competencias.

Por el artículo l.° de la Ley Orgánica 11/1982, de 10 de agosto, 
se transfieren a la Comunidad. Autónoma de Canarias las facultades 
sobre las materias de titularidad estatal contenidas en «u Estatuto 
de Autonomía de acuerdo con los criterios y sujetas a los principios 
que esta Ley Orgánica establece.

La Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma 
Universitaria, desarrolla la distribución de competencias universi­
tarias efectuada en la Constitución y en los Estatutos de Autonomía 
atribuyendo a las Comunidades Autónomas, entre otras, las compe­
tencias siguientes:

A) El establecimiento de una Ley que regule el número de 
miembros y la composición de los Consejos Sociales de las 
Universidades de su competencia conforme a lo señalado en su 
artículo 14.

B) Las tareas de coordinación de las Universidades de su 
competencia.

C) La creación de Universidades en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma, sin perjuicio de lo previsto en los aparta­
dos 2 y 3 del artículo 5.°

D) La creación y supresión de Facultades, Escuelas Técnicas 
Superiores, Escuelas Universitarias, Institutos Universitarios y 
cualesquiera otros Centros que puedan constituirse, a propuesta del 
Consejo de Universidades.

Por otra parle, el artículo 27, apartado 10, de la Constitución 
reconoce la autonomía de las Universidades, desarrollada en la Ley 
de Reforma Universitaria, que comprende como aspectos funda­
mentales, el estatutario y de gobierno, el académico, el financiero 
y el de selección y promoción del profesorado.

Dentro del más estricto respeto a la autonomía de las Universi­
dades, esta Ley establece una normativa propia y específica para el 
estudio, planificación y desarrollo de los aspectos más urgentes y 
necesarios del dispositivo universitario de Canarias, con el objetivo 
inequívoco de elevarlo a los niveles de respuesta, calidad y 
excelencia que la sociedad espera.

En el título I la Ley presta especial atención a la configuración 
de los Consejos Sociales, órganos de participación de la sociedad en 
la Universidad, dotándolos de una composición ponderada y 
equitativa que garantice una representación real de los intereses 
sociales y de las circunstancias del hecho insular. Además de las 
importantes atribuciones que el artículo 14 de la Ley de Reforma 
Universitaria reconoce a estos órganos, sobre ellos recae la respon­
sabilidad en un aspecto de especial interés para la comunidad 
Autónoma, cual es el de proponer el desarrollo regional de la oferta 
universitaria.

En el título II de la Ley contempla el desarrollo de lo reconocido 
por la Ley de Reforma Universitaria sobre las tareas de coordina­
ción de las Universidades de Canarias, como instrumento esencial 
de esas tareas, esta Ley establece el Plan Universitario de Canarias, 
que tendrá carácter plurianual, concretándose anualmente y revisa- 
ble en cada ejercicio presupuestario con el fin de introducir el 
necesario rigor y posibilitar su adaptación a la realidad cambiante.

El servicio público de la educación superior corresponde a la 
Universidad. En este sentido, uno de los aspectos que con más 
urgencia debe contemplar el Plan Universitario de Canarias es la 
adecuación a la oferta universitaria a las peculiares características 
de nuestra demanda, tanto las que se generan por nuestra estructura 
geográfica como las sociales y económicas. La Ley establece en el 
título III criterios para la creación, supresión, fusión o reestructura­
ción de Universidades, Centros y estudios universitarios con el fin 
de prever y garantizar los más altos niveles 'de calidad ante el 
sistema diversificado y competitivo que se instalará en las Univer­
sidades españolas como consecuencia de la Ley de Reforma 
Universitaria.

TITULO PRIMERO 

Los Consejos Sociales

Artículo l.° 1. Cada Universidad con sede en la Comunidad
Autónoma de Canarias tendrá un Consejo Social, configurado 
como órgano de participación de la sociedad en la misma y al que 
estarán atribuidas las competencias descritas en el artículo 2.°

Art. 2.° Las competencias de los Consejos Sociales en el marco 
de lo establecido en la Ley Orgánica 11/1983, de Reforma 
Universitaria, son las siguientes:

1. Proponer la creación y supresión de Facultades, Escuelas 
Técnicas Superiores, Escuelas Universitarias, Institutos Universita­
rios y cualesquiera otros Centros que puedan constituirse.

2. Proponer el establecimiento de convenios de adscripción, 
como Institutos Universitarios, de Instituciones o Centros de 
investigación o creación artística.

3. Aprobar el presupuesto y la programación plurianual de la 
Universidad, supervisar sus actividades económicas y el rendi­
miento de sus servicios y promover la colaboración de la sociedad 
en su financiación.

4. Informar el nombramiento de Gerente de la Universidad.
5. Señalar las normas que regulen la permanencia en la 

Universidad de los estudiantes que no superen las pruebas en los 
plazos que se determinen.

6. Decidir sobre la minoración o el cambio de denominación 
o categoría de las vacantes que se produzcan en plazas de 
Catedráticos y Profesores titulares de Universidad y Catedráticos y 
Profesores titulares de Escuelas Universitarias.

7. Acordar, a propuesta de la Junta de Gobierno, la asignación 
con carácter individual de conceptos retributivos adicionales a los 
establecidos con carácter general para el profesorado universitario, 
en atención a exigencias docentes e investigadoras o a méritos 
relevantes. Los Consejos Sociales podrán recabar informe de los 
Departamentos, Institutos Universitarios o Facultades, a las que 
pertenezcan o se adscriban los afectados por tales acuerdos, al 
objeto de mejor fundamentar su decisión.

8. Acordar la modificación de la plantilla de profesorado por 
ampliación de las plazas existentes o por minoración o cambio de 
denominación de las plazas vacantes.

9. Fijar las tasas académicas correspondientes a los estudios 
que no impliquen la expedición de títulos oficiales.

10. Acordar las transferencias de gastos corrientes a gastos de 
capital y, previa autorización del Gobierno, las de gastos de capital 
y cualquier otro capítulo.

11. Acordar la adquisición, para el caso de que se utilice el 
sistema de adjudicación directa, de los bienes de equipo necesarios 
para el desarrollo de los programas de investigación de la 
Universidad.

12. Fomentar y apoyar la expresión y desarrollo de las 
distintas manifestaciones culturales e iniciativas que se produzcan 
en el seno de la Comunidad Universitaria, así como su extensión 
y relaciones con el entorno social.

13. Cualesquiera otras que les atribuya la legislación vigente.
Art. 3.° 1. El Consejo Social de cada Universidad estará

constituido por treinta miembros.
2. Doce miembros del Consejo Social serán representantes de 

la Junta de Gobierno de la Universidad, de acuerdo con el articulo 
14, 1, a), de la ley de Reforma Universitaria y los Estatutos de la 
Universidad correspondiente, y 18 lo serán en representación de los 
intereses sociales de Canarias, de acuerdo con lo dispuesto en esta 
Ley.

Art. 4.° 1. La composición de la representación social a que
alude el apartado 2 del artículo anterior será la siguiente:

a) Dos miembros elegidos por el Parlamento de Canarias.
b) Dos miembros designados por el Gobierno de Canarias.
c) Siete miembros en representación de los Cabildos Insulares 

de Canarias.
d) Tres miembros designados por las Centrales Sindicales.
e) Tres miembros designados por las Asociaciones empresa­

riales.
f) Un miembro en representación de las Asociaciones de 

Padres de Alumnos de Canarias.
2. Los representantes previstos en los apartados a), b) y c) 

deberán ser personas de reconocido prestigio en alguno de los 
campos de la vida social, cultural, científica, artística, económica y 
con experiencia en los ámbitos de la ciencia, técnica, administra­
ción pública o actividades profesionales. Para la elección de estos 
representantes se tendrá en cuenta, además, las especialidades 
científicas, técnicas, culturales, artísticas y profesionales en las 
cuales se desenvuelve la actividad académica de las Universidad 
respectiva.

3. Los representantes previstos en el apartado a), sobre los que 
no tendrá que concurrir necesariamente la condición de Diputado, 
serán elegidos por mayoría de tres quintos de la Cámara.

4. Los siete representantes de los Cabildos Insulares en el 
Consejo Social de cada Universidad, sobre los que no tendrá que 
concurrir necesariamente la condición de Consejero, serán nombra­
dos por el Gobierno de Canarias según el acuerdo de cada uno de 
los Cabildos.

5. Los representantes a que aluden los apartados d) y e) serán 
nombrados por el Gobierno de Canarias, a propuesta del oonsejero 
de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social, según lo dispuesto en la 
disposición adicional sexta de la Ley del. Estatuto de los Trabaja­
dores.

6. Los representantes a que alude el apartado f) serán nombra­
dos por el Gobierno de Canarias a propuesta del Consejero de 
Educación, según el acuerdo del órgano de máxima representativi-
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dad en la Comunidad Autónoma de las Asociaciones de Padres de 
Alumnos.

Art. 5.° 1. El Presidente de cada Consejo Social será nom­
brado por el Presidente del Gobierno de Canarias a propuesta del 
propio Consejo Social.

2. Su mandato será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos 
por una sola vez.

3. El Presidente del Consejo Social podrá ser cesado por el 
Presidente del Gobierno de Canarias a propuesta, al menos, de dos 
tercios de los miembros que lo componen.

4. La condición de Presidente del Consejo Social será compa­
tible con la de miembro de cualquier otro órgano de representación 
de la Universidad.

Art. 6.° El mandato de los representantes sociales de cada 
Consejo Social será de cuatro años.

Art. 7.° La condición de miembro de un Consejo Social en 
representación de los intereses sociales es incompatible con:

a) La de miembro de la comunidad universitaria.
b) La titularidad individual o compartida de empresas, la 

pertenencia o asesoramiento a Consejos de administración o la 
participación superior al 10 por 100 en el capital de sociedades que 
tengan conciertos de prestación de servicios remunerados con la 
Universidad correspondiente.

Art. 8.° El cargo de Presidente del Consejo Social será retribui­
do y desempeñado como mínimo en régimen de tiempo parcial, 
estando sujeto a la legislación vigente sobre incompatibilidades.

TITULO II

La coordinación de las Universidades

Art. 9.° 1. El Gobierno de Canarias realizará la coordinación
de las Universidades de la Comunidad Autónoma de Canarias, sin 
perjuicio de las funciones atribuidas al Consejo de Universidades 
por la legislación vigente.

2. Con el fin de procurar la eficacia y el rigor necesarios en las 
tareas de coordinación universitaria, las Universidades proporcio­
narán al Gobierno de Canarias toda la información que les sea 
solicitada, con referencia a sus servicios y actividades docentes e 
investigadoras, así como a sus deficiencias y necesidades.

Art. 10. 1. Como instrumento esencial de la Coordinación
universitaria, el Gobierno de Canarias preparará anualmente el 
plan universitario de Canarias a partir de las programaciones 
aprobadas por los Consejos Sociales y de los informes de los 
órganos asesores que se puedan crear al efecto.

2. A este fin el Consejo Social de cada Universidad remitirá 
al Gobierno de Canarias su programación y presupuestos.

3. El Plan Universitario de Canarias será aprobado por el 
Parlamento. Para ello, el Gobierno de Canarias lo presentará 
dentro del primer semestre de cada año y cada vez que se produzca 
una revisión del mismo.

Art. 11. 1. La programación contenida en el Plan Universi­
tario de Canarias deberá establecer una política que adecúe la oferta 
de estudios, actividades y servicios de las Universidades a la 
demanda social de la Región, contemplando tanto su peculiaridad 
insular como los condicionamientos socioeconómicos y culturales 
que puedan limitar el derecho al acceso a la Enseñanza Superior. 
En todo caso, deberá garantizar el nivel de calidad propio de la 
institución universitaria.

2. El Plan Universitario de Canarias tendrá carácter, al menos, 
cuatrienal, concretado anualmente, pudiendo ser revisado por los 
posibles cambios en las previsiones hechas en su elaboración o en 
las circunstancias externas.

3. Para mantener el carácter plurianual del Plan Universitario 
de Canarias, en cada elaboración se eliminará la anualidad vencida 
y se añadirá una correspondiente a la siguiente al último ejercicio 
programado.

Art. 12. 1. De acuerdo con el Plan Universitario de Cana­
rias, el Gobierno aprobará anualmente el otorgamiento de las 
subvenciones que correspondan a cada Universidad dentro de los 
límites de la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma vigente para cada ejercicio.

2. Para la subvención anual de cada Universidad se tendrá en 
cuanta:

a) Las necesidades para los gastos corrientes.
b) Los gastos de inversión y de amortización de edificios y 

equipo inventariable necesario para los proyectos pendientes de 
realización o de nuevo desarrollo recogidos en el Plan Universitario 
de Canarias, correspondientes al ejercicio presupuestario.

c) La composición de las tasas académicas no satisfechas por 
los alumnos que sean beneficiarios de ayudas al estudio concedidas 
por la Consejería de Educación.

d) Las consecuencias económicas de los convenios que el 
Gobierno de Canarias pueda acordar con las Universidades para la 
colaboración de éstas con el resto del sistema educativo.

TITULO III

La creación de Universidades, Centros y Estudios Universitarios en 
el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Canarias

Art. 13. 1. La creación de nuevas Universidades públicas y
el reconocimiento, en su caso, de las privadas se hará por Ley del 
Parlamento de Canarias, sin perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos 5.° 2 y 3, y 58, 2, de la Ley de Reforma Universitaria. El 
Gobierno de Canarias revisará el Plan Universitario de Canarias al 
objeto de incluir las nuevas Universidades que se creen.

2. Asimismo el Gobierno de Canarias revisará el Plan Univer­
sitario de Canarias con el objeto de incluir las nuevas Universida­
des creadas al amparo de lo previsto en los artículos 5.°, 1, b), de 
la Ley de Reforma Universitaria.

3. La autorización del inicio de actividades de una nueva 
Universidad se hará mediante Orden de la Consejería de Edu­
cación.

 4. La fecha de iniciación de actividades de una nueva Univer­
sidad deberá estar separada por un período mínimo de dos años de 
la fecha de su creación, salvo que por los servicios correspondientes 
de la Consejería de Educación se emita informe favorable para la 
puesta en marcha, en plazo inferior, por considerarse que se 
cumplen los requisitos docentes y administrativos necesarios.

Art. 14. 1. La creación, supresión, fusión, reestructuración o
transformación de los Centros Universitarios previstos en los 
artículos 7.°, 9.° y 10 de la Ley de Reforma Universitaria, salvo lo 
que se refiere a los Departamentos, se hará por Decreto del 
Gobierno de Canarias a propuesta del Consejo Social respectivo y 
previo informe del Consejo de Universidades, siendo preceptiva su 
inclusión previa en el Plan Universitario de Canarias.

2. Los Decretos mencionados en el apartado anterior deberán 
señalar la fecha de iniciación o cambio de las correspondientes 
actividades que, para los casos de creación o transformación, estará 
separado por un período mínimo de un año de la fecha de inclusión 
en el Plan Universitario de Canarias.

3. Los Decretos de creación de los otros Centros docentes y de 
investigación a que hace referencia el artículo 7.° de la Ley de 
Reforma Universitaria, deberán fijar, además, los fines, estructura, 
forma y condiciones de funcionamiento de los nuevos Centros.

4. Las consecuencias que se deriven de la creación, fusión, 
supresión, reestructuración o transformación de Centros, recogidas 
en la programación de la Universidad respectiva, serán incluidas en 
el Plan Universitario de Canarias.

Art. 15. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5.° y 58 
de la Ley de Reforma Universitaria, la creación de Universidades, 
la creación, fusión, supresión, reestructuración o transformación de 
Centros y la organización de estudios universitarios, se hará 
teniendo en cuenta los siguientes criterios:

a) Las disponibilidades de personal académico y de adminis­
tración y servicios con una formación y experiencia adecuadas, de. 
instalaciones, de equipamiento científico, técnico y artístico, y de 
recursos bibliográficos, para garantizar la efectividad y la calidad de 
la nueva oferta.

b) Las disponibilidades económicas sufrientes.
c) Para la creación de nuevos Centros y Servicios, se valorará 

la situación de Centros y Servicios preexistentes que tengan una 
dotación de medios humanos y materiales que no les permita un 
funcionamiento normal, pudiendo considerarse la posible supre­
sión y transformación de estos últimos.

d) Una adecuada descentralización territorial que ajuste la 
oferta universitaria de Canarias a las características insulares de la 
demanda, teniendo en cuenta el número potencial de usuarios de 
los servicios correspondientes.

e) Las disponibilidades y necesidades de los servicios asisten- 
ciales y ayudas al estudio que amortigüen las barreras selectivas 
producidas por condicionantes sociales tanto económicos como 
culturales.

f) La oferta de puestos de trabajo prevista para los titulados de 
cada especialidad al finalizar sus estudios.

g) Las necesidades relativas a la realización de nuevas activi­
dades de interés científico, técnico y artístico, o la potenciación 
cualitativa y cuantitativa de las actuales.

h) Las necesidades de reciclaje y renovación de determinado 
tipo de especialistas.

i) La posibilidad de organizar, conjuntamente, estudios entre 
distintas Universidades.

j) La potenciación del carácter interdepartamental, interfacul­
tativo o interuniversitario de los Institutos Universitarios.
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Art. 16. Las condiciones para la adscripción o integración de 
Centros docentes de carácter universitario de titularidad pública o 
privada a las Universidades públicas se regularán por Decreto del 
Gobierno de Canarias.

Art. 17. 1. En el marco de lo establecido en el Plan Universi­
tario de Canarias, los convenios de adscripción de Instituciones o 
Centros de Investigación o de creación artística como Institutos 
Universitarios, se aprobarán por el Gobierno de Canarias a 
propuesta del consejo social de la Universidad y previo informe del 
consejo de Universidades.

2. Estos convenios preverán las aportaciones económicas de 
cada Institución, la utilización y medios de valoración de los 
resultados de las actividades y composición y funcionamiento de 
sus órganos de gobierno.

DISPOSICION ADICIONAL

1. El Gobierno de Canarias podrá suscribir convenios con 
cada una de las Universidades para fijar la colaboración entre éstas 
y el resto del sistema educativo, sin perjuicio de lo previsto en el 
articulo 45 de la Ley de Reforma Universitaria y normas básicas 
que la desarrollen.

2. Las consecuencias económicas de dichos convenios consti­
tuirán un apartado específico de la subvención presupuestaria.

3. El Reglamento que se elabore para regular el funcionamien­
to de los Consejos Sociales deberá prever los plazos para la 
renovación de miembros cuando se produzcan vacantes o sustitu­
ciones por la celebración de elecciones sindicales o cambios en los 
órganos representativos de las Asociaciones Empresariales o Aso­
ciaciones de padres de Alumnos. En cualquier caso, los procedi­
mientos para la renovación se ajustarán a lo dispuesto en el artículo 
4.° de la presente Ley. El Reglamento regulará asimismo los 
supuestos de cese de sus miembros.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.-La elaboración del Plan Universitario de Canarias, así 
como la asignación de subvenciones previstas en el artículo 11 de 
la presente Ley, se hará a partir del primer ejercicio presupuestario 
siguiente a la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de los 
Decretos de transferencias a la Comunidad Autónoma de Canarias 
en materia de enseñanza universitaria.

Segunda.-En el plazo de un mes a patir de la fecha de 
publicación en el «Boletín Oficial de de la Comunidad Autónoma 
de Canarias» de la presente Ley, las Instituciones, Entidades y 
Organismos a que hace referencia el artículo 4.° procederán a la 
designación de sus representantes en cada uno de los Consejos 
Sociales.

Tercera.-1. Hasta tanto las Universidades canarias dispongan 
de sus respectivos Estatutos, el establecimiento de los Consejos 
Sociales debe ser acordado entre el Gobierno de Canarias y el 
Ministerio de Educación y Ciencia, oída la correspodiente Junta de 
Gobierno en virtud de lo establecido en la disposición transitoria 
tercera de la Ley de Reforma Universitaria.

2. A partir de su constitución, el Consejo Social contará con 
tres meses para proceder a la elaboración de su Reglamento y 
elección de su Presidente y Secretario; dicho Reglamento tendrá 
carácter provisional hasta su inclusión en los Estatutos de la 
Universidad correspondiente según el artículo 12 de la Ley de 
Reforma Universitaria.

Cuarta.-La integración de los Colegios Universitarios adscritos 
a las Universidades sellará por Decreto del Gobierno de Canarias, 
sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria 13 de la 
Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria.

Quinta.-Los Centros docentes o de investigación adscritos a la 
Universidad a la entrada en vigor de la presente Ley, habrán de 
adaptarse al desarrollo reglamentario previsto en el artículo 16.

Sexta.-Mientras no se apruebe el primer Plan Universitario de 
Canarias, no serán de aplicación las normas establecidas en la 
presente Ley para la creación de Centros y Estudios Universitarios 
en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Séptima.-En tanto no existan federaciones regionales, o, en su 
caso, insulares de Padres de Alumnos, los puestos correspondientes 
a éstos en los Consejos Sociales quedarán vacantes.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.-Se autoriza al Gobierno de Canarias y a la Consejería 
de Educación para dictar, en la esfera de sus atribuciones respecti­
vas, cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación de la 
presente Ley.

Segunda.-Esta Ley entrará en vigor el día siguiente de su 
publicación en el «Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma de 
Canarias».

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los que sea de 
aplicación esta Ley cooperen a su cumplimiento, y que los 
Tribunales y Autoridades a los que corresponda la hagan cumplir.

Dada en Las Palmas de Gran Canaria a 14 de noviembre 
de 1984.

JERONIMO SAAVEDRA ACEVEDO.
Presidente del Gobierno

(«Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma de Canarias» número 127 de 5 de diciembre
de 1984.)

9804 LEY de 11 de diciembre de 1984 de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de 
Canarias ha aprobado y yo, en nombre del Rey y de acuerdo con 
lo que se establece en el artículo 11.7 del Estatuto de Autonomía, 
promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía establece, en su disposición transito­
ria tercera, que, mientras la Comunidad Autónoma no dicte 
normas sobre las materias de su competencia, continuarán aplicán­
dose las Leyes y disposiciones del Estado que se refieren a dichas 
materias.

En consecuencia, la actividad económico-financiera de la Co­
munidad Autónoma ha venido regulándose por la Ley 11/1977, de 
4 de enero, General Presupuestaria.

El contenido de la Ley se inscribe, por otra parte, en el respeto 
absoluto a las limitaciones que vinculan el ejercicio de estas 
competencias normativas conforme al citado bloque de constitu- 
cionalidad basado en los principios de coordinación de la actividad 
financiera de la Comunidad con la Hacienda y planificación 
económica general, solidaridad interterritorial, intrarregional e 
interinsular, elaboración de presupuestos con criterios susceptibles 
de consolidación con los del Estado, endeudamiento, economía, 
eficacia y control económico y financiero de los gastos públicos y 
reflejo contable del mismo.

La presente Ley aplica, asimismo, los principios de universali­
dad y unidad presupuestaria en la interpretación armónica de la 
Ley 8/1980 y Estatuto de Autonomía para los Organismos Autóno­
mos y Empresas Públicas de la Comunidad, sin restar agilidad a las 
actividades de las mismas en función de su naturaleza de entes de 
gestión personalizada y diversificada que la comunidad organiza 
para el cumplimiento de sus fines, así como la necesaria recepción 
de los principios tradicionales de unidad de caja y de control 
interno para una adecuada gestión financiera.

La presente Ley parte, en definitiva, de la concreción de 
principios y normas que garantizan la unidad interna de la 
legislación financiera de la Comunidad, la coordinación interna de 
sus órganos que utilicen recursos de la Hacienda Regional dirigidos 
a una eficaz gestión de las peculiaridades económico-financieras, 
sin perjuicio del establecimiento de relaciones de eficacia con la 
Hacienda del Estado.

La Ley contiene un título preliminar y nueve para materias 
concretas.

En el título preliminar se recogen los principios institucionales 
de la actividad financiera, de legalidad, economía y eficacia, de 
presupuesto anual, único, universal, de unidad de caja, de interven­
ción, contabilidad y rendición de cuentas, y preceptos sobre la 
distribución orgánica de competencias de materia financiera, así 
como la configuración del sector público de la Comunidad a los 
efectos de la Ley mediante la descentralización funcional, cuyo 
régimen jurídico queda a futura regulación de la materia.

Se establece, asimismo, remisión a la normativa estatal, que 
integraría el ordenamiento en vía supletoria o analógicamente, y la 
atribución de competencias a los órganos económico-administrati­
vos de la comunidad para reconocimiento y resolución en materia 
tributaria propia, de acuerdo con la Ley 8/1980 y el Estatuto.

El título primero regula el régimen de la Hacienda de la 
Comunidad Autónoma de Canarias y los derechos y obligaciones 
de la misma. El capítulo dedicado a los derechos recoge los 
establecidos estatutariamente, junto con el principio de no afecta­
ción de los recursos y las prerrogativas de la Administración 
financiera en la materia, de acuerdo con el Estatuto. En el capítulo 
de obligaciones se reitera el principio de la naturaleza jurídica de 
las mismas y su reglada exigibilidad.


